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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JURISDICCIONAL DEL PODER PÚBLICO  

 
 
 
 
 
 

“Al  serv ic io de la just ic ia y  de la paz soc ia l ”  
  

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN  
SALA DE DECISIÓN CIVIL  

 

REF ERENC IA   EJECUT IV O  
DEM ANDANT E  ADRIANA  M AR ÍA  GUZ M ÁN GU Z M ÁN  
DEM ANDAD O  AT C S IT IOS  DE  CO LOM B IA  S . A .S .  
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 INT ERN O 20 2 3 - 2 0  
PROVI DENC IA  AUT O INT ER LO CUT OR IO  N º0 94  
DECIS IÓN  RECHAZ A DEM ANDA ,  ORDEN A REM IT I R  P OR  COM PET EN C IA .   

 
 

Medellín, veinti trés (23) de junio de dos mil  veintitrés (2023).  

 

Mediante apoderado judicial ,  la señora Adriana María Guzmán Guzmán  

presentó demanda ejecut iva pretendiendo se ejecute el laudo a rbit ral  

proferido el d iez (10) de febrero de 2023, por Tribunal de Arbit ramento del  

Centro de Conci l iación, Arbit raje y Amigable Composición de la  Cámara de 

Comercio de Medel l ín , siendo procedente entonces decidi r sobre la 

competencia de este Tribunal para avocar conocimiento de la presente 

demanda.   

 

I .  ANTECEDENTES.  

 

Para def ini r el  conf l icto jurídico suscitado entre la convocante Adriana María 

Guzmán Guzmán y las convocadas ATC Sit ios de Colombia S.A.S. y Blanca 

Margari ta Guzmán Guzmán,  el  Tribunal de Arbitramento del Centro de 

Conci l iación, Arbit raje y Amigable Composición de la Cámara de Comercio 

de Medel l ín emit ió, el  10 de febrero de 2023, La udo Arbit ral  en cuya parte 

resolut iva determinó:  

 

“PRIMERO. Conceder a la parte convocante la PRETENSIÓN 1 de la 
demanda, por e l lo se DECLARA que la sociedad ATC SITIOS DE 
COLOMBIA S.A.S.  y  la señora BLANCA MARGARITA GUZMÁN 
GUZMÁN incumpl ieron el cont rato de arrendamiento suscri to el  
d ieciocho (18) de octubre de 2007, por no dar cumplimiento a las 
cláusu las TERCERA y DÉCIMO NOVENA del mencionado contrato.   
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SEGUNDO. Conceder a la parte convocante la PRETENSIÓN 2 de la  
demanda, por  e l lo  se DECLARA terminado e l  contra to de 
arrendamiento suscr i to el  d ieciocho (18) de octubre de 2007 y,  en 
consecuencia,  ordenar a la soc iedad ATC SITIOS DE COLOMBIA 
S.A.S. la rest i tución del inmueble objeto del cont rato de 
arrendamiento antes indicado a la señora ADRIANA MARÍA GUZM ÁN 
GUZMÁN, dent ro de los diez (10) días hábi les s iguientes a la  
ejecutor ia de la presente providencia .  Los cánones de 
arrendamiento serán reconocidos hasta  la fecha efect iva de 
rest i tuc ión. Para el lo,  de manera respetuosa, se comis iona al Juez 
Civ i l  Munic ipal de la  ciudad de Medel l ín,  a quien por reparto  
corresponda el respect ivo despacho, func ionario que, de  no hacerse 
efect iva la  rest i tución en el p lazo señalado ,  dará cumpl imiento  a la 
rest i tuc ión aquí ordenada, de conformidad con las normas 
apl icab les.  Por la  secretaría de l Tribunal  se l ib rará  el  
correspondiente  Despacho Comisor io,  ad juntando copia de l presente 
laudo.  
 
TERCERO. Desest imar todas las excepciones formuladas por la 
sociedad ATC SITIOS DE COLOMBIA S.A.S.,  conforme a las 
valoraciones rea l izadas en la par te considerat iva de l presente 
escr i to.  
 
CUARTO. Conceder a  la parte convocante la PRETENSIÓN 3 de la  
demanda, condenando sol idariamente a la sociedad ATC SITIOS DE 
COLOMBIA S.A.S. y  a la señora BLANCA MARGARITA GUZMÁN 
GUZMÁN al pago de la suma d e TREINTA Y SEIS MILLONES 
DOSCIENTOS OCHO MIL NOVECIENTOS SESENTA Y OCHO 
PESOS M/CTE ($36.208.968) por  concepto del c incuenta por ciento 
(50%) de los cánones de arrendamiento adeudados por ATC SITIOS 
DE COLOMBIA S.A.S.  desde e l mes de marzo de 2016, hasta la  
fecha de presentación de la demanda. Dicha suma de dinero deberá 
ser pagada a la convocante dentro de los diez (10) días hábi les 
siguientes a la  ejecutoria de la presente prov idencia.   
 
QUINTO. Conceder a  la par te convocante la PRETENSIÓN 3 de la 
demanda en los términos l i te rales en la que fue sol ic i tada, 
condenando sol idar iamente a la sociedad ATC SITIOS DE 
COLOMBIA S.A.S. y  a la señora BLANCA MARGARITA GUZMÁN 
GUZMÁN a l pago de la  suma de SETECIENTOS VEINTICUATRO MIL 
CIENTO SETENTA Y NUEVE PESOS M/CTE ( $724.179) 
correspondiente a los intereses morator ios a una tasa del dos por 
ciento (2%) mensual  sobre la suma de dinero indicada en el  
RESUELVE TERCERO. Dicha suma de dinero deberá ser pagada a 
la convocante dent ro de los diez (10)  días hábi les s iguientes a la 
ejecutor ia de la presente prov idencia.   
 
SEXTO. Reconocer a  la parte convocante, bajo el  amparo de l  
art ícu lo 206 del CGP, que t iene derecho al pago de la suma de 
SIETE MILLONES OCHOCIENTOS VEINTISIETE MIL 
CUATROCIENTOS SETENTA Y SIETE PESOS CON OCHENT A Y 
TRES CENTAVOS M/CTE ($7.827.477,83) a t í tu lo de intereses 
moratorios,  por los perju ic ios causados con poster ior idad a la  
presentac ión de la demanda y hasta el  día 10 de febrero de 2023. 
Dicha suma de dinero deberá ser pagada de manera so l idaria por la 
sociedad ATC SITIOS DE COLOMBIA S.A.S. y la señora BLANCA 
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MARGARITA GUZMÁN GUZMÁN a la convocante, dentro de los d iez 
(10) d ías háb i les s iguientes a la  ejecutoria de la presente 
providencia.  92 Los in tereses se seguirán causando hasta la fecha 
de pago efect ivo.   
 
SÉPTIMO. Conceder a la parte convocante la PRETENSIÓN 4, 
condenando sol idar iamente a la sociedad ATC SITIOS DE 
COLOMBIA S.A.S. y  a la señora BLANCA MARGARITA GUZMÁN 
GUZMÁN a rest i tu i r  y/o pagar a la señora ADRIANA MARÍA GUZMÁN 
GUZMÁN la  suma de SIETE MILLONES NOVECIENTOS TREINTA Y 
UN MIL CINCUENTA Y UN PESOS M/CTE ($ 7.931.051 ) a t í tu lo de 
costos,  gastos del proceso arb it ra l  y agencias en derecho. Dicha 
suma de dinero deberá ser rest i tu ida y/o pagada dentro de los d iez 
(10) d ías háb i les s iguientes a  la  ejecutoria de la presente 
providencia.  S i d icha suma no fuere pagada en la oportun idad 
indicada, se deberán reconocer y pagar in tereses moratorios,  a la 
máxima tasa permit ida por la  ley,  hasta  el  día en que se ver i f ique el 
pago.  
 
OCTAVO. Negar a la  pa rte convocante la  PRETENSIÓN 5,  por  
cuanto al  concedérse le el  pago de los in tereses morator ios,  la 
actual izac ión de las c i f ras concedidas no es procedente.  
 
NOVENO. Decretar la  causación y pago a l Árb it ro único y a  la 
Secretaria  del Tribunal,  de l c incuent a  por ciento (50%) restante  de 
sus respect ivos honorarios,  los cua les deberán ser cancelados por 
la ejecutoria del Laudo o de la providencia que decida su aclarac ión,  
correcc ión o complementac ión (conforme a lo consagrado en el  
art ícu lo 28 de la Ley 1563 de 2012).   
 
DÉCIMO. Decretar  y ordenar e l  pago de la Contr ibuc ión Especial  
Arbit ra l  de que tratan los art ículos 16 a 23 de la Ley 1743 de 2014, 
modif icada por e l  ar t ículo 362 de la Ley 1819 de 2016, equiva lente 
al  dos por c iento (2%) del va lor tota l  de los honorar ios pagados al 
Árbit ro y a l  Secretario,  los cua les deberán consignarse en la Cuenta 
del Consejo Superior  de la Judicatura – Direcc ión Ejecut iva de 
Admin ist rac ión Judic ia l  – Fondo para la Modernización, 
Descongest ión y  Bienestar de la Admin ist ración de Just ic ia,  dentro 
de los t res (3)  días hábi les s iguientes a la  fecha de ejecutor ia del 
Laudo o de la providencia que decida sobre su aclarac ión, 
correcc ión o complementación.  
 
DÉCIMO PRIMERO. Ordenar,  de conformidad con lo  consagrado en 
el ar t ícu lo 28, inc iso 2 de la  Ley 1563 de 2012, que el  árb i t ro  rea l ice  
la l iqu idación f inal y  la rendic ión de las cuentas razonadas del 
proceso y,  s i  a e l lo hubiere lugar,  la devolución a ambas partes de 
las sumas no ut i l izadas de la part ida “Gastos de funcionamiento del  
Tr ibunal”.   
 
DÉCIMO SEGUNDO. Ordenar que por Secretaría se exp idan copias 
autént icas del  presente laudo arbit ra l  con dest ino a  cada una de las 
partes de l presente proceso, con 93 las constancias de ley y remit i r  
e l  expediente al  Centro de Conci l iación,  Ar bi t ra je y  Amigable 
Composic ión de la Cámara de Comerc io de Medel l ín ”.  
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Con sustento en la anterior decisión, mediante apoderado judicial ,  la señora 

Adriana María Guzmán Guzmán presentó demanda ejecut iva únicamente en 

contra de la sociedad ATC Sit ios de Colombia S.A.S. ,  pretendiendo:  

 

“1.  Que se l ibre mandamiento e jecut ivo a favor de mi poderdante y en 
contra de la sociedad comercia l  denominada ATC SITIOS DE 
COLOMBIA S.A.S.,  ident i f icada con el Nit .  900.377.163 -5, por la suma 
de TREINTA Y SEIS MILLONES DOSCIENTOS OCHO MIL 
NOVECIENTOS SESENTA Y OCHO PESOS M/CTE ($36.208.968) por  
concepto del c incuenta por ciento (50%) de los cánones de 
arrendamiento adeudados por ATC SITIOS DE COLOMBIA S.A.S.  
desde el mes de marzo de 2016, hasta la fecha en que se haga 
efect ivo e l  pago.  
 
2.  Que se l ibre mandamiento e jecut ivo a favor de mi poderdante y  en 
contra de la sociedad comercia l  denominada ATC SITIOS DE 
COLOMBIA S.A.S.,  ident i f icada con el Nit .  900.377.163 -5, por la suma 
de suma de SETECIENTOS VEINTICUATRO MIL CIENTO S ETENTA Y 
NUEVE PESOS M/CTE ($724.179) correspondiente a los intereses 
moratorios a  una tasa del  dos por c iento (2%) mensual sobre la  suma 
de TREINTA Y SEIS MILLONES DOSCIENTOS OCHO MIL 
NOVECIENTOS SESENTA Y OCHO PESOS M/CTE ($36.208.968) por  
concepto del c incuenta por ciento (50%) de los cánones de 
arrendamiento adeudados.  
 
3.  Que se l ibre mandamiento e jecut ivo a favor de mi poderdante y  en 
contra de la sociedad comercia l  denominada ATC SITIOS DE 
COLOMBIA S.A.S.,  ident i f icada con el Nit .  900.377.163 -5, por la suma 
de suma de SIETE MILLONES OCHOCIENTOS VEINTISIETE MIL 
CUATROCIENTOS SETENTA Y SIETE PESOS CON OCHENTA Y TRES 
CENTAVOS M/CTE ($7.827.477,83) a t í tu lo  de intereses morator ios,  
por los per ju ic ios causados con poster ior idad a la presentación de la 
demanda y hasta e l  día 10 de febrero de 2023, más los intereses 
causados hasta la fecha de pago efect ivo.   
 
4.  Que se l ibre mandamiento e jecut ivo a favor de mi poderdante y  en 
contra de la sociedad comercia l  denominada ATC SITIOS DE 
COLOMBIA S.A.S.,  ident i f icada con el Nit .  900.377.163 -5, por la suma 
de suma de SIETE MILLONES NOVECIENTOS TREINTA Y UN MIL 
CINCUENTA Y UN PESOS M/CTE ($ 7.931.051 )a t í tu lo  de costos,  
gastos del  proceso arbit ra l  y  agencias en derecho más los intereses 
moratorios,  a  la  máxima tasa permit ida por la ley,  hasta  el  d ía en que 
se veri f ique e l pago.  5.  Se condene al  demandado al  pago de las 
costas y gastos del presente proceso”.  

 

La demanda fue di rig ida para reparto de este Tribunal Superior de Medel l ín – 

Sala Civi l  y,  en el acápite de competencia, de forma escueta y carente de 

sustento jurídico,  señaló el  abogado de la demandante: “Usted es 

competente, señor Magist rado, tanto por la cuantía de la actuación como por 

ser el  juez de conocimiento dentro del proceso que proviene de un Tribunal  
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de Arbit ramento” .  Y para la determinación de la cuantía indicó :  

 

“Para la  presente demanda est imo que e l  valor adeudado por la 
parte demandada asciende a la suma de Cincuenta y Dos Mi l lones 
Seisc ientos Noventa y Un Mi l  Seiscientos Setenta y Cinco Pesos 
($52.691.675),  d iscr iminados así:  
 
a) La suma de TREINTA Y SEIS MILLONES DOSCIENTOS OCHO 
MIL NOVECIENTOS SESENTA Y OCHO PESOS M/CTE 
($36.208.968) por concepto del c incuenta por ciento (50%) de los 
cánones de arrendamiento adeudados por ATC SITIOS DE 
COLOMBIA S.A.S. desde el mes de marzo de 2016, hasta el  
momento de la presentación de esta demanda.  
 
b) La suma de suma de SETECIENTOS VEINTICUATRO MIL CIENTO 
SETENTA Y NUEVE PESOS M/CTE ($724.179) correspondiente a  los 
intereses moratorios a una tasa del dos por  c iento (2%) mensual 
sobre la suma de TREINTA Y SEIS MILLONES DOSCIENTOS OCHO 
MIL NOVECIENTOS SESENTA Y OCHO PESOS M/CTE 
($36.208.968) por concepto del c incuenta por ciento (50%) de los 
cánones de arrendamiento adeudados.  
 
c) La suma de suma de SIETE MILL ONES OCHOCIENTOS 
VEINTISIETE MIL CUATROCIENTOS SETENTA Y SIETE PESOS 
CON OCHENTA Y TRES CENTAVOS M/CTE ($7.827.477,83) a t í tu lo  
de intereses moratorios,  por los per ju ic ios causados con 
posterior idad a la presentación de la demanda y hasta el  día 10 de 
febrero de 2023, más los intereses causados hasta la fecha de pago 
efect ivo.   
 
d) La suma de SIETE MILLONES NOVECIENTOS TREINTA Y UN MIL 
CINCUENTA Y UN PESOS M/CTE ($ 7.931.051 )a t í tu lo de costos, 
gastos del  proceso arbit ra l  y  agencias en derecho más los inte reses 
moratorios,  a la máxima tasa permit ida por la ley,  hasta el  día en 
que se ver i f ique el pago”.   
 

I I .  CONSIDERACIONES 

 

1.  EL ARBITRAMENTO.  

La Const i tución Polí t ica de Colombia de 1991 , luego de precisar en su 

art ículo 116, que la Corte Const i tucional,  la Corte Suprema de Just icia,  la 

Sala Discipl inaria del  Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General 

de la Nación, el  Consejo de Estado, los Tribunales y los jueces, son los 

encargados de administ rar just icia, función que también compete a la 

Just icia Penal Mil i tar y al  Congreso, estatuye a renglón seguido, que “Los 

part iculares pueden ser invest idos transitoriamente de la función de 

administrar just icia en la condición de conci l iadores o en la de árbit ros 

habi l i tados por las partes para proferi r fal los en derecho o en equidad, en los 

términos que determine la ley” .  
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Por su parte, el  art ículo 13 de la Ley 270 de 1996 en su ordinal 3º,  prescribe 

que de acuerdo con lo establecido en la Const i tución Polí t ica:  “Los 

part iculares actuando como conci l iador es o árbit ros habi l i tados por las 

partes, en los términos que señale la ley.  Tratándose de arbit raje, en el  que 

no sea parte el estado o alguna de sus Entidades, los part iculares podrán 

acordar las reglas de procedimiento a seguir,  di rectamente o por refer encia a 

la de un Centro de Arbit raje, respetando,  en todo caso los principios 

Const i tucionales que integran el debido proceso . ”  

 

Así  las cosas, resulta oportuno precisar que el art ículo 111 de la Ley 446 de 

1998, def inía 1 el  arbit raje como  “un mecanismo por medio del cual  las partes 

involucradas en un conf l icto de carácter t ransigible def ieren su solución a un 

tr ibunal arbit ral ,  el  cual queda t ransitoriamente invest ido de la facultad de 

administrar just icia, prof i r iendo una decisión denominada laudo arbit r al ”.  

 

La nueva normativa en la materia, Ley 1563 de 2012, “Por medio de la cual 

se expide el Estatuto de Arbit raje Nacional e Internacional  y se dictan otras 

disposiciones”, en su art ículo primero se encarga de i lustrar sobre la 

Definición,  modal idades y p rincipios, así:  

 

“El  arb i t ra je  es un mecanismo a lternat ivo de solución de conf l ictos 
mediante e l  cua l las partes def ieren a árbit ros la soluc ión de una 
controvers ia re lat iva a  asuntos de l ib re d isposic ión o aquel los que la  
ley autorice.  
 
El arb i t ra je se r ige por los princip ios y  reglas de imparc ia l idad, 
idoneidad, ce ler idad, igualdad, ora l idad, pub l ic idad y cont radicc ión.  
 
El laudo arbit ra l  es la sentencia que prof iere  el  t r ibunal de arbit ra je.  El 
laudo puede ser en  derecho, en equidad o técnico.  
 
En los t r ibunales en que intervenga una ent idad públ ica o quien 
desempeñe funciones admin ist rat ivas, s i  las controvers ias han surgido 
por causa o con ocasión de la celebración, desarro l lo,  e jecución,  
interpretac ión, terminación y l iqu idación de contratos estatales ,  
incluyendo las consecuencias económicas de los actos admin ist ra t ivos 
expedidos en ejerc ic io de facultades excepcionales, e l  laudo deberá 
profer irse en derecho”.  

 

Tradicionalmente se han extraído como característ icas propias de la f igura 

del arbit ramento las siguientes: ( i) es voluntario ,  porque la decisión de 

sustraer el  conocimiento de un asunto determinado de la jurisdicción 

                                                 
1 Ar t ícu lo  derogado por  e l  a r t í cu lo  118  de  la  Ley 1563 de  2012.  
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ordinaria, para que de él  conozca un t r ibunal de arbit ramento, obedece a un 

acuerdo de voluntades adoptado previamente por los con tratantes; (i i ) es 

temporal ,  porque las atribuciones jurisdiccionales que se le dan a los 

árbit ros no son indef inidas sino l imitadas en el  t iempo y concretamente a 

aquel que dura la decisión del asunto planteado; y, (i i i ) es excepcional ,  

porque sólo los asuntos susceptibles de ser t ransigidos,  pueden ser 

vent i lados ante un t r ibunal de arbit ramento.  

 

La Corte Const i tucional por su parte, ha tenido la oportunidad de referi rse al  

arbit raje en los siguientes términos:  

 

“El ar t ícu lo 116 de la Const i tución Polí t i ca  junto con la Ley 446 de 
1998, desarro l lan la  f igura del arbi t ramento, entendido como un 
mecanismo alternat ivo de solución de controvers ias mediante  el  cual  
las partes invo lucradas resuelven voluntaria y l ib remente sustraer de la 
just ic ia estatal  la solución de un conf l icto,  a f in de que un tercero 
part icular,  revest ido tempora lmente de función jur isd icc ional,  adopte 
una decis ión de carácter def in i t ivo y vinculante para las partes.  
  
Los árb it ros se pronuncian sobre los hechos que d ieron lugar a la  
controvers ia,  resuelven las pretensiones de las partes,  pract ican y 
valoran las pruebas,  resuelven el  l i t ig io  con fundamento en los 
mandatos const i tucionales y legales o a tendiendo a los princip ios de 
equidad, y sus decisiones hacen tránsi to a cosa juzgada. Por estas 
razones,  la  ju r isprudencia const i tuc ional  ha considerado que la  
decis ión arb it ra l  es eminentemente jur isdicciona l y equ ivale  a una 
providencia judicia l .  
  
Para la Corte,  a l  igual que como ocurre  con los jueces de la  Repúbl ica,  
los árbit ros son, s i  b i en de manera transitor ia,  “autoridades públ icas”  
en el  lenguaje del art ículo 86 de la Carta Polí t ica,  por lo cual pueden 
ser demandados a t ravés de la acc ión de tu tela cuando sus decisiones 
vulneren de manera directa los derechos fundamenta les de las 
personas”.  

 

2. LA EJECUCIÓN DEL LAUDO ARBITRAL.  

Sabido se t iene que, en nuestro ordenamiento jurídico el juez arbit ral  no 

posee imperum ni  coert io, esto es, aunque su decisión está revest ida de 

cosa juzgada, la ejecución de sus laudos corresponde real izarla a la just icia 

ordinaria, así se establece claramente del  capítulo IX art ículos 111 a 115 de 

la Ley 1563 de 2012, al  disponer que la ejecución de los laudos se real iza 

ante la autoridad judicial  competente, requiriendo , en algunos casos de 

laudos internacionales, el  t rámite previo de reconocimiento  del laudo.  Las 

referidas normas que regulan el tópico del  reconocimiento y ejecución de los 

laudos, establecen:  
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“ARTÍCULO 111. RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN. Los laudos 
arbit ra les se reconocerán y e jecutarán así:  
 
1.  Un laudo arbi tral ,  cualquiera que sea el  país en que se haya 
proferido,  será ejecutable ante la  autoridad judicial  competente, a 
solicitud de parte interesada .  
 
2.  La parte que invoque un laudo o pida su ejecución deberá presentar  
e l  laudo orig inal  o copia de él.  Si  e l  laudo no estuviere redactado en 
id ioma español,  la autoridad jud ic ia l  competente podrá sol ic i tar a la 
parte que presente una traducción del  laudo a este id ioma.  
 
2.  Los laudos dictados en arbit ra jes internacionales cuya sede sea 
Colombia se considerarán laudos nacionales y,  por ende, no estarán 
sujetos al  procedimiento de reconocimiento  y podrán ser e jecutados 
directamente sin  necesidad de este,  salvo cuando se haya renunciado 
al recurso de anulación, caso en el  cual será necesar io su 
reconoc imiento.  
 
3.  Para la ejecución de laudos extranjeros, esto es de aquel los 
profer idos por un tr ibunal arbi t ra l  cuya sede se encuentre fuera de 
Colombia, será necesario su reconocimiento previo por la autor idad 
judic ia l  competente.  (Resaltado intencional) .  
 
ARTÍCULO 112. MOTIVOS PARA DENEGAR EL RECONOCIMIENTO. 
Solo se podrá denegar el  reconocimiento de un laudo arbi t ra l ,  
cualquiera que sea el país en que se haya dictado, en los casos y por 
las causales que taxat ivamente se indican a cont inuación:  
 
a) A instancia de la  parte cont ra la cual se invoca,  cuando e l la pruebe 
ante la autor idad jud icia l  competente de l país en que se p ide el  
reconocimiento o la ejecución:  
 
i .  Que para e l  momento del acuerdo de arb it ra je estaba afectada por 
alguna incapacidad; o  que dich o acuerdo no es vál ido en v i r tud de la 
ley a que las partes lo han sometido, o si  nada se hubiera indicado a 
este respecto,  en v ir tud de la ley de l país en que se haya dictado el  
laudo; o  
 
i i .  Que la parte contra  la cua l se invoca el laudo no fue debidamen te 
not i f icada de la designación de un árbit ro  o de la in ic iac ión de la 
actuación arbit ra l  o no pudo, por cualquiera otra razón, hacer va ler  sus 
derechos; o  
 
i i i .  Que e l laudo versa sobre una cont rovers ia  no prev ista en e l acuerdo 
de arbi t ra je o cont iene decis iones que exceden los términos del  
acuerdo de arbit ra je.  No obstante,  s i  las d isposic iones del  laudo que se 
ref ieren a las cuest iones somet idas a l  arb i t ra je pueden separarse de 
las que no lo están, se podrá dar reconocimiento y ejecución a las 
primeras;  o  
 
iv.  Que la composic ión del t r ibunal arb i t ra l  o el  procedimiento  arbit ra l  
no se ajustaron al acuerdo celebrado entre las partes o,  en defecto de 
ta l  acuerdo, a la ley del país donde se adelantó o t ramitó e l  arbi t ra je;  o  
 
v.  Que el laudo no es aún obl iga torio para las partes o fue anulado o 
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suspendido por una autoridad judicia l  del país sede del arbi t ra je;  o  
 
b) Cuando la autor idad judic ia l  competente compruebe:  
 
i .  Que, según la  ley colombiana,  e l  objeto  de la controvers ia  no era 
suscept ib le de arbit ra je ;  o 
 
i i .  Que el reconocimiento o la ejecución del  laudo serían cont rar ios al  
orden públ ico in ternacional de Colombia.  
 
Si se hubiere ped ido la anulac ión o  la  suspensión de l laudo ante  una 
autoridad judicia l  de l  país sede del arbi t ra je,  la autor idad jud icia l  
colombiana, s i  lo considera procedente, podrá aplazar su decis ión 
sobre el  reconocimiento del laudo y,  a instancia de la parte que pida 
aquel lo,  esta podrá también ordenar a la otra parte que otorgue 
caución apropiada.  
 
ARTÍCULO 113. COMPETENCIA FUNCIONA L. La decisión adoptada 
por la  autor idad judicia l  competente en el t rámite  de reconocimiento de 
los laudos que conforme a la presente secc ión demanden del  mismo se 
tramitará en única instancia y cont ra el la  no procederá recurso o 
acción a lguna.  
 
ARTÍCULO 114. NORMATIVIDAD APLICABLE AL RECONOCIMIENTO. 
Al reconocimiento de l  laudo arbit ra l  se ap l icarán exc lus ivamente las 
disposic iones de la presente secc ión y las contenidas en los t ratados, 
convenciones, protocolos y  demás actos de derecho internacional 
suscri tos y rat i f icados por Colombia. En consecuencia,  no serán 
apl icab les las disposic iones establec idas en el  Código de 
Procedimiento Civi l  sobre mot ivos, requisi tos y t rámites para denegar 
dicho reconocimiento,  d isposic iones que se apl icarán ún icamente a las 
sentencias jud icia les profer idas en e l exterior .  
 
ARTÍCULO 115. TRÁMITE DEL RECONOCIMIENTO. La parte que pida 
el  reconocimiento presentará la so l ic i tud ante la autoridad jud icia l  
competente acompañada de los documentos a que se ref iere el  ar t ículo 
111. 
 
En caso de encontrar completa la documentación, la autor idad jud icia l  
competente admit i rá  la  sol ic i tud y dará traslado por diez días (10) a la  
otra u ot ras partes.  
Vencido e l término del t ras lado y s in t rámite ad iciona l,  la autor idad 
judic ia l  competente decid i rá dent ro de los ve inte (20) d ías s iguientes.  
 
ARTÍCULO 116. EJECUCIÓN. Reconocido el laudo en todo o en 
parte,  de su ejecución conocerá la autoridad judicial  competente.  
(resaltado intencional ) .   

 

I I I .  CASO CONCRETO 

 

Como se ant icipó, debe determinar  este Tribunal si  ostenta la competencia 

para asumir el  conocimiento de la presente demanda ejecut iva que formula  la 

señora Adriana María Guzmán Guzmán  en contra de ATC Sit ios de Colombia 
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S.A.S.,  encaminada a ejecutar las condenas contenidas en el  laudo arbit ral  

proferido el diez (10) de febrero de 2023, por Tribunal de Arbit ramento del  

Centro de Conci l iación, Arbit raje y Amigable Composición de la Cámara de 

Comercio de Medel l ín .   

 

Ya se expl icó en las consideraciones generales de esta providencia que , los 

árbi t ros no t ienen facultad para ejecutar sus decisiones, en cuya vi rtud la 

Ley 1563 de 2012 otorga competencia,  de forma genérica y, sin mayor 

detal le, a la “autoridad judicial  competente ”.   

 

Como la ley que regula el arbit raje  no establece de forma concreta cuál  es la 

autoridad judicial  competente, necesario resulta entonces anal izar las 

normas procesales que reglamentan el tema de la ejecución y el tópico de la 

competencia en materia civi l  concatenándolas con las normas del 

arbit ramento, con el f in de ident i f icar,  en cada caso concreto , esa 

general idad de “autoridad judicial  competente”  a que categoría de juez 

corresponde.   

 

El art ículo 422 del Código General  del Proceso establece qué documentos 

const i tuyen t í tulos ejecut ivos demandables ante la jur isdicció n ordinaria en 

la especial idad civi l  y dispone: “Pueden demandarse ejecut ivamente las 

obl igaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 

provengan del deudor o de su causante, y const i tuyan plena prueba contra 

él,  o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o 

tribunal de cualquier jurisdicción,  o de otra providencia judicial ,  o de las 

providencias que en procesos de pol icía aprueben l iquidación de costas o 

señalen honorarios de auxi l iares de la just icia, y los demás documentos que 

señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso no const i tuye 

t í tulo ejecut ivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el 

art ículo 184” (Resaltado intencional) .   

 

Y el art ículo 306 ibídem regula el  tema de la ejecución de las providencias 

judiciales y así:   

 

“Cuando la sentencia  condene al pago de una suma de dinero, a la 
entrega de cosas muebles que no hayan sido se cuest radas en e l mismo 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#184
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proceso, o a l  cumpl imiento de una obl igación de hacer,  e l  acreedor,  s in 
necesidad de formular  demanda, deberá so l ic i tar la e jecución con base 
en la sentencia,  ante  el  juez de l conocimiento,  para que se adelante el  
proceso e jecut ivo a  cont inuación y dent ro de l  mismo expediente  en que 
fue dictada. Formulada la sol ic i tud el  juez l ib rará mandamiento 
ejecut ivo de acuerdo con lo  señalado en la parte resolut iva  de la 
sentencia y,  de ser  e l  caso, por  las costas aprobadas,  s in que sea 
necesar io,  para in ic iar  la e jecución,  esperar  a que se surta  el  t rámite  
anterior.  
 
Si la sol ic i tud de la e jecución se formula dentro de los t re inta (30)  días 
siguientes a la e jecutoria de la sentencia,  o a la not i f icac ión del  auto 
de obedecimiento  a lo  resuelto po r e l  super ior,  según fuere el  caso, e l  
mandamiento e jecut ivo se not i f icará por estado. De ser  formulada con 
posterior idad, la not i f icación de l mandamiento ejecut ivo al  e jecutado 
deberá rea l izarse personalmente.  
 
Cuando la ley autor ice imponer en la sentenc ia condena en abst racto,  
una vez ejecutor iada la prov idencia que la concrete,  se apl icarán las 
reglas de los inc isos anteriores.  
 
Lo previsto en este art ícu lo se ap l icará para obtener,  ante e l  mismo 
juez de conocimiento,  e l  cumpl imiento forzado de las suma s que hayan 
sido l iquidadas en e l proceso y las ob l igaciones reconocidas mediante 
conci l iación o t ransacción aprobadas en e l mismo.  
 
La jur isdicción competente para conocer de la ejecución del laudo 
arbitral  es la misma que conoce del recurso de anulación,  de 
acuerdo con las normas generales de competencia y trámite de 
cada jurisdicción . ”  (Resaltado in tenciona l).  

 

Sobre competencia  para conocer el  recurso de anulación del laudo el  art ículo 

46 de la Ley 1563 de 2012, dispone:  

 
“Para conocer de l recurso ext ra ord inar io  de anulación de laudos 
arbit ra les,  será competente la Sala Civi l  del Tribunal Super ior  de 
Dis tr i to Judicia l  del lugar en donde hubiese funcionado el t r ibunal de 
arbit ra je.  
 
Será competente para conocer del recurso extraordinario de revisión 
de laudos arb it ra les la  Sala Civ i l  de la Corte Suprema de Just ic ia .  
 
Cuando se tra te de recurso de anulación y rev is ión de laudo <sic>  
arbit ra les en los que intervenga una ent idad públ ica o quien 
desempeñe funciones admin ist rat ivas,  será competente la Sección 
Tercera de la  Sala de lo Contencioso Admin ist rat ivo de l Consejo de 
Estado”.  

 

Anal izadas las normas t ranscri tas se evidencia que la jurisdicción ordinaria 

en la especialidad civil  es la competente para conocer la ejecución de un 

laudo arbit ral ,  a menos que en éste intervenga una autoridad públ ica  porque 

en ese caso corresponde a la jurisdicción de lo contencioso administrat ivo;  
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pero, no puede conclui rse, como al parecer lo hizo la parte demandante , que 

por el lo la competencia se radique en la “Sala Civi l  del Tribunal Superior de 

Dist ri to Judicial  del  lugar en donde hubiese funcionado el t r ibunal  de 

arbit raje”,  porque las normas de ejecución del  laudo sólo ref ieren a la misma 

jurisdicción  que conoce la anulación,  esto es, de forma general aluden a la 

denominación jurisdicción para diferenciar la ordinaria de la contenciosa, 

pero no señalan que la competencia se radique en el mismo juez o en la 

misma categoría de juez que conoció la anulación, siendo cosas dist intas la 

jurisdicción y la categoría especif ica de un juez que según las reglas de 

competencia debe conocer un asunto,  en tanto,  existen al  interior de la 

misma jurisdicción diferentes categorías de jueces (municipales, ci rcuito, 

tr ibunales) .   

 

Ahora, revisadas las normas de competencia de la especial idad ci vi l  de la 

jurisdicción ordinaria (art ículos 15 a 34 C.G.P.),  se observa que no existe 

cláusula alguna que atribuya de forma espec ial,  a una categoría de juzgado 

u órgano colegiado,  la competencia para la ejecución de laudos arbit rales, 

de donde se concluye que dicha ejecución se rige por las reglas generales 

para la determinación de la competencia ; de modo que,  al  t ratarse de un 

asunto contencioso, debe ser conocido de acuerdo a la cuant ía por el  juez 

civi l  municipal  -si  es de mínima o menor - o por el  juez civi l  del  ci rcuito -si  es 

mayor- (art ículos 17, 18 y 20 numerales 1 del Código General del Proceso) .  

 

El anterior entendimiento  coincide con el  que le ha dado la doctr ina al tema; 

así,  el  doctr inante Juan Pablo Cárdenas Mejía , autor del Módulo de Arbit raj e 

Nacional e Internacional de la Escuela Judicial  Rodrigo Lara Boni l la y la 

Confederación Colombiana de Cámaras de Comercio, expone en dicho 

documento:  

 
“En la  medida en que el t r ibunal cesa en sus funciones por la  
ejecutor ia del  laudo arbit ra l ,  no es pos ible que el prop io t r ibunal 
e jecute el  laudo.  
 
De la ejecución del laudo conoce la jur isd icc ión ord inar ia por regla 
general y  excepcionalmente la ju r isprudencia contenciosa.  
 
Esta reg la es prec isada por el  art ículo 306 del Código Genera l  del 
Proceso que señala que “La jur isd icc ión competente para conocer de la 
ejecución del laudo arbit ra l  es la misma que conoce del recurso de 
anulación, de acuerdo con las normas generales de competencia y  
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t rámite  de cada jur isdicción. ” E l  art ículo 104 de l Código de 
Procedimiento Administrat ivo y de lo Contencioso Admin ist rat ivo 
establece que la ju r isdicc ión de lo contencioso admin ist rat ivo conoce 
de los procesos “ejecut ivos … provenientes de laudos arb it ra les en que 
hubiere sido parte  una ent idad públ ica”.  En este punto deb e observarse 
que de conformidad con la Ley 1563 de 2012,  la  ju r isd icc ión 
contenciosa es competente para conocer de l recurso de anulación de 
los laudos proferidos en procesos en que ha sido parte  una ent idad 
públ ica o un part icular que cumple func iones admi nistrat ivas.  Por 
consigu iente,  teniendo en cuenta lo dispuesto por el  art ícu lo 306 del 
Código Genera l del  Proceso, la ju r isdicción de lo contencioso 
admin ist rat iva conoce de los recursos de anulac ión de laudos 
profer idos en procesos arbit ra les en que es pa rte una ent idad públ ica o 
un part icular que cumple func iones administ rat ivas.  
 
En materia civi l  la competencia corresponderá al  juez civ i l  del 
circuito o a l  juez municipal según la cuantía de la condena, y en 
materia terri tor ial  se aplicarán las reglas del  Código General  del 
Proceso.  
 
En lo administrat ivo  la competencia corresponderá al  t r ibunal 
admin ist rat ivo o al  juez admin ist rat ivo según la cuantía (art ícu los 152.7 
y 155.7 del  Código de Procedimiento Admin ist rat ivo y  de lo  
Contencioso Administrat ivo) …”  (Resaltado intencional).   

 

Y ese alcance de las normas aludidas , es el  que también le ha dado la Corte 

Suprema de Just ic ia  al  asunto;  véase por ejemplo el  auto AC 1677 de 2018 

M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo , en el cual la Sala de Casación Civi l  de 

la Corte Suprema de Just icia resuelve un conf l icto de competencia sobre la 

ejecución de un laudo; al l í ,  aunque la Corte no real iza un anál isis sobre 

todos los factores de competencia , sino que se centra en el  estudiar el  factor  

terri torial  que es el que suscit a la discusión, el  desarrol lo del caso concre to 

permite conclui r claramente la apl icación que esa Corporación real iza de las 

normas generales de competencia  y que avala que la misma se radique en el  

juez que de acuerdo a dichos factores generales de competencia le 

corresponde una demanda contenciosa .  En la mentada providencia di jo la 

Corte:  

 

“2.  E l art ícu lo 116 del Estatuto de Arb it ra je Nacional  e Internacional  
( ley 1563 de 2012),  consagra las reglas de competencia sobre las 
controvers ias que se han de eje cutar Radicación n° 11001 -02-03-000-
2018-00793-00 3 ante la autoridad jud icia l ,  puntual izando que: 
«Reconocido e l laudo en todo o en parte,  de su ejecución conocerá la 
autoridad judic ia l  competente»  
 
3.  El numeral 1° de l  art ícu lo 28 del Código Genera l del  Proceso 
consagra como reg la general  de competencia e l  domic i l io  del 
demandado, con la precis ión de que si  éste  t iene varios domic i l ios,  o 
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son var ios los demandados, puede accionarse ante e l  juez de 
cualquiera de e l los,  a elecc ión de l demandante; además de  otras 
pautas para casos en que el demandado no t iene domici l io o residencia 
en el país.   
 
Al respecto la Sala ha manifestado que: … como al demandante es a 
quien la ley lo facu lta  para escoger,  dent ro de los d ist intos fueros del 
factor terr i tor ia l ,  la autoridad judicia l  que debe pronunciarse sobre un 
asunto determinado,  suf ic ientemente se t iene dicho que una vez 
elegido por aquél su juez natura l,  la competencia se torna en pr ivat iva,  
s in que el  func ionar io judicia l  pueda a su in ic iat iva  el iminarla o 
variar la,  a menos que el demandado fundadamente la objete mediante 
los mecanismos legales que sean procedentes. (AC2738, 5 may.  2016, 
rad. 2016-00873-00).   
 
 
A su vez, e l  numera l 3° dispone que «[e]n los procesos or ig inados en 
un negocio  juríd ico o  que involucre n t í tu los ejecut ivos es también 
competente el  juez del lugar de cumpl imiento de cualquiera de las 
obl igac iones».  
 
Por tanto,  para las demandas derivadas de un negocio jur íd ico o que 
involucren t í tu los e jecut ivos, en el  factor terr i tor ia l  hay fueros 
concurrentes,  pues a l  general  basado en e l domic i l io de l demandado 
(forum domici l i ium reus),  se suma la  potestad del actor  de t ramitar e l  
proceso ante el  Radicación n° 11001 -02-03-000-2018-00793-00 4 juez 
del lugar de cumpl imiento de las ob l igac iones (forum cont ractu i) .  
 
 Por eso ha doct r inado la  Sala  que e l demandante, con fundamento en 
actos juríd icos de «a lcance bi lateral  o en un t í tu lo  ejecut ivo t iene la  
opción de accionar,  ad l ib i tum, en uno u otro lugar,  o sea, en el  
domic i l io de la cont raparte o donde el  p acto objeto de discusión o t í tu lo  
de ejecución debía cumpl irse; pero, insístese, e l lo  queda, en pr inc ip io,  
a la  determinación expresa de su promotor» (AC4412, 13 ju l .  2016, 
rad. 2016-01858-00).   
 
4.-  La demandante optó adelantar la e jecución ante el  Juez P romiscuo 
Munic ipal de Mar in i l la,  a quien podía acudir  en vir tud de l numeral  3° 
del art ícu lo 28 ibídem por cuanto,  estaba ejecutando obl igaciones 
contenidas en un laudo arbi t ra l ,  ent re e l las,  la rest i tuc ión de a lgunas 
zonas comunes de la copropiedad ubicada s en esa vec indad.  
 
5.  En ese orden de ideas,  bajo  e l  entendido de un conf l icto de 
competencia so lamente por el  factor terr i tor ia l ,  la promotora e l ig ió  
accionar ante e l  juez de Marin i l la,  local idad del cumpl imiento de la 
obl igac ión, es elección que confor me el precedente de esta Corte ut  
supra, deb ió respetar e l  func ionar io que primero conoció el  asunto y no 
repudiar su conocimiento.  Lo anterior s in desmedro de la facultad que 
le as iste a  la  parte  demandada para controvert i r  ese punto,  en 
oportunidad y por  e l  mecanismo lega l correspondiente.  Radicación n° 
11001-02-03-000-2018-00793-00 5 6. - En consecuencia,  se remit i rá el  
presente caso al  Juzgado Civ i l  Labora l del Ci rcu ito de Marin i l la  
(Ant ioqu ia) para que asuma su trámite y se informará esta 
determinación al ot ro funcionar io involucrado en la co l is ión que aquí 
queda dir imida”  
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De todo lo estudiado en precedencia se concluye  entonces que,  para la 

ejecución de un laudo arbit ral  la jurisdicción competente es aquel la que 

debió conocer la anulación,  en este caso , la jurisdicción ordinaria 

especial idad civi l ;  pero, para determinar el  juez específ ico competente  

dentro de la denominada jurisdicción ordinaria especial idad civi l ,  se deben 

atender a las normas generales que regulan la competencia en materia 

procesal  civi l ,  no siendo adecuado que la  Sala Civi l  del  Tribunal Superior de 

Medel l ín asuma competencia de la demanda encaminada a la ejecución de 

un laudo porque, de conformidad con el art ículo 31 del  C.G.P. 2,  los 

Tribunales Superiores de Distri to Judicial  no tienen asignado el  

conocimiento de procesos contenciosos en primera instancia ,  en tanto 

su competencia se ci rcunscribe al conocimiento de segundas instancias, 

recursos de queja, de revisión, de anulación y sol ici tudes de cambio de 

radicación.  

 

En el caso bajo examen, la sociedad demandada está domici l iada en la 

ciudad de Bogotá (reglas 1 y 5 art ículo 28 C.G.P.);  no se evidencia que se 

hubiese establecido un lugar especial para el cumplimiento de la obl igación 

ejecut iva (regla 3 art ículo 28 C.G.P.),  ni  tampoco s e advierte que la 

demandada tenga una sucursal o agencia y que el asunto esté vinculado a 

determinada sucursal o agencia (regla 5 art ículo 28 C.G.P.);  además;  la 

sumatoria de las pretensiones de la demanda, como af i rma el  apoderado de 

la misma parte demandante y se constata en la cuanti f icación  real izada por 

este Despacho, asciende a $52.691.675  (menos de 150 s.m.l .m.v.) (art ículo 

25 C.G.P.),  lo que impl ica que la competencia para conocer esta demanda 

contenciosa corresponda a los jueces civi les municipales  de la ciudad de 
                                                 
2 ARTÍCULO 31. COMPETENCIA DE LAS SALAS CIVILES DE LOS TRIBUNALES SUPERIORES. Los tribunales 
superiores de distrito judicial conocen, en sala civil: 
1. De la segunda instancia de los procesos que conocen en primera los jueces civiles de circuito. 
2. De la segunda instancia de los procesos que conocen en primera instancia las autoridades administrativas en ejercicio 
de funciones jurisdiccionales, cuando el juez desplazado en su competencia sea el juez civil del circuito. En estos casos, 
conocerá el tribunal superior del distrito judicial de la sede principal de la autoridad administrativa o de la sede regional 
correspondiente al lugar en donde se adoptó la decisión, según fuere el caso. 
3. Del recurso de queja contra los autos que nieguen apelaciones de providencias proferidas por las autoridades 
mencionadas en los numerales anteriores. 
4. Del recurso de revisión contra las sentencias dictadas por los jueces civiles de circuito, civiles municipales y de 
pequeñas causas, y por las autoridades administrativas cuando ejerzan funciones jurisdiccionales. 
5. Del recurso de anulación contra laudos arbitrales que no esté atribuido a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo. 
6. De las peticiones de cambio de radicación de un proceso o actuación, que implique su remisión al interior de un mismo 
distrito judicial, de conformidad con lo previsto en el numeral 8 del artículo 30. 
PARÁGRAFO. El Procurador General de la Nación o el Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
también están legitimados para solicitar el cambio de radicación previsto en el numeral 6. 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012.html#30
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Bogotá (regla 1 art ículo 18 C.G.P.) ,  a donde se dispondrá la remisión , 

conforme lo est ipula el art ículo 90 del C.G.P. 3 .   

 

Se advierte que esta remisión no impl ica que indefect iblemente el  juez a 

quien corresponda por reparto la demanda deba obl igatoriamente admit i r la o 

l ibrar mandamiento de pago, pues este Tribunal se l imitó a establecer la 

carencia de competencia para asumir el  conocimiento de la misma; pero, 

precisamente,  al  no ser competente,  no se estudiaron los demás requisi tos 

para la admisión del  l íbelo genitor,  como tampoco el  t í tu lo ejecut ivo, labor 

que le corresponde real izar al  juez civi l  municipal de Bogotá y en la cual  

podrá encontrar def iciencias que conl leven eventualmente a la inadmisión o 

al rechazo.   

 

Por lo expuesto, la suscrita Magistrada Sustanciadora de la Sala Civil  del 

Tribunal Superior de Medellín,  

 

RESUELVE 

 

RECHAZAR POR FALTA DE COMPETENCIA la presente demanda y , en 

consecuencia, se ORDENA REMITIR el  expediente digi tal  a la of icina de 

reparto de los juzgados civi les municipales de la ciudad Bogotá para que se 

reparta a éstos, conforme lo expl icado en la parte considerat iva  de esta 

providencia.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

MMAARRTT HHAA  CCEECCIILL IIAA  OO SSPPIINNAA  PPAATT IIÑÑOO   

MMaagg ii ss tt rraadd aa   

(( FF ii rr mm aa   ee ll ee cc tt rr óó nn ii cc aa   cc oo nn ff oo rr mm ee   aa ll   aa rr tt íí cc uu ll oo 11 00 55   dd ee ll   CC .. GG .. PP ..   ee nn   cc oo nn cc oo rr dd aa nn cc ii aa   cc oo nn   ll aa   LL ee yy   

22 22 11 33   dd ee   22 00 22 22 ))   

                                                 
3 “ARTÍCULO 90. ADMISIÓN, INADMISIÓN Y RECHAZO DE LA DEMANDA. El juez admitirá la demanda que reúna 
los requisitos de ley, y le dará el trámite que legalmente le corresponda aunque el demandante haya indicado una vía 
procesal inadecuada. En la misma providencia el juez deberá integrar el litisconsorcio necesario y ordenarle al 
demandado que aporte, durante el traslado de la demanda, los documentos que estén en su poder y que hayan sido 
solicitados por el demandante. 
El juez rechazará la demanda cuando carezca de jurisdicción o de competencia o cuando esté vencido el término de 
caducidad para instaurarla. En los dos primeros casos ordenará enviarla con sus anexos al que considere competente; 
en el último, ordenará devolver los anexos sin necesidad de desglose…” 
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